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1. Introducción 

Durante la European Animal Rights Law Conference de 2025, Saskia Stucki 

sostenía que, contrariamente a la noción de que el derecho animal es 

colonial e importado del Norte global, el reconocimiento de los derechos 

animales es, en la práctica, una innovación del Sur global liderada por jueces 

y juezas que van más allá del dogma occidental del orden legal 

antropocéntrico1. El Perú no ha sido ajeno a esta tendencia; de hecho, el año 

2025 ha sido particularmente fructífero para el desarrollo del derecho animal 

en Perú.  

Una revisión de la reciente producción jurisprudencial y normativa en este 

tema permite constatar una tendencia mayormente favorable en los casos 

emblemáticos. Asimismo, se observa un avance vanguardista en los casos en 

los que se integran los derechos animales y los derechos de la naturaleza, 

marco en el cual se ha llegado a reconocer, por primera vez en Perú, la 

personalidad jurídica a una especie animal invertebrada.  

En el presente artículo, se analizarán seis sentencias paradigmáticas del 2025 

en materia de derecho animal, así como una ordenanza municipal. 

Posteriormente, se efectuará un balance general para examinar la tendencia 

en el abordaje de estos y los desafíos pendientes. Por último, se expondrán 

las conclusiones. 

2. Sentencias emblemáticas en materia de derecho animal 

a) Caso Run Run 

El primer caso objeto de análisis versa sobre Run Run. En 2021, se viralizó en 

el país la historia de un zorro andino que fue vendido ilegalmente como 

animal de compañía a una familia bajo la idea de que era un perro. Al 

 
1 Stucki, S. (2025). Dr Saskia Stucki’s Keynote Address- ‘Real Animal Rights’. Extraído de: 

https://www.youtube.com/watch?v=g9XQ8zI1m3A&list=PLh258ytmSEPgiwNqwmRwcj1TxLID3bxKS&index=13  

https://www.youtube.com/watch?v=g9XQ8zI1m3A&list=PLh258ytmSEPgiwNqwmRwcj1TxLID3bxKS&index=13
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percatarse de su verdadera especie, los tenedores intentaron entregarlo a 

las autoridades o llevarlo a la sierra2. Sin embargo, horas antes de ejecutar el 

plan, Run Run escapó y comenzó a deambular por las calles del distrito de 

Comas. La noticia cobró notoriedad pública y el Servicio Forestal y de Fauna 

Silvestre (SERFOR) procedió a su captura y posterior traslado al Parque de las 

Leyendas de Lima. En dicho recinto, se filtraron imágenes que mostraron a 

Run Run en condiciones inadecuadas, lo cual generó una polémica en torno 

a la idoneidad del lugar para su cautiverio.    

Ante esta situación, el Instituto Peruano de Asesoría Legal del Medio 

Ambiente y la Biodiversidad (IPALEMA) interpuso una demanda de amparo 

contra SERFOR y la Municipalidad Metropolitana de Lima. La demanda 

cuestionaba la reclusión de Run Run en el Parque de las Leyendas, alegando 

el incumplimiento del orden de prelación en las opciones de destino para 

animales silvestres rescatados, conforme lo establece el artículo 13 del 

Decreto Supremo N.º 007-2021-MIDAGRI. Se argumentó que tal omisión 

vulnera el principio de bienestar animal.  

En 2024, el Tercer Juzgado Constitucional de Lima emitió sentencia 

declarando fundada la demanda y declaró a Run Run como sujeto de 

derecho, siendo el primer precedente de su tipo en Perú3. La relevancia del 

fallo fue de tal magnitud que la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 

en su Opinión Consultiva N.º 32-25, lo citó en una nota al pie como evidencia 

de los avances en la región para la protección de derechos de la naturaleza4. 

No obstante, en marzo de 2025, mediante Resolución N.º 03, la Tercera Sala 

Constitucional de Lima revocó la sentencia de primera instancia y ordenó al 

juzgado emitir un nuevo pronunciamiento. La Sala consideró que el a quo no 

desarrolló los fundamentos necesarios para concluir que los animales son 

sujetos de derecho y que debió armonizar la aplicación de esta teoría en 

relación con el derecho interno en lugar de aplicarla sin evaluar o medir sus 

implicancias. Asimismo, el tribunal superior sostuvo que el concepto ‘sujeto 

de derecho’ guarda una estrecha relación con categorías como la capacidad 

 
2 Perú21 (14 de noviembre de 2021): [Crónica 21] Run Run, un zorrito que tuvo en vilo la ciudad. Extraído de: 

 https://peru21.pe/lima/cronica21-run-run-un-zorrito-que-tuvo-en-vilo-la-ciudad-noticia/  
3 Para un análisis sobre la sentencia de primera instancia: Cassia & Peña (2024), ¿Run Run tiene derechos? Análisis 

jurídico de la sentencia y sus implicaciones para la protección animal. Extraído de: https://polemos.pe/run-run-

tiene-derechos-analisis-juridico-de-la-sentencia-y-sus-implicaciones-para-la-proteccion-animal/  
4 Esto se avizora en la nota a pie de página número 532 de la Opinión Consultiva N.° 32-25 de la Corte Interamericana 

de Derechos Humanos. Extraído de: https://www.tribunalagroambiental.bo/wp-content/uploads/2025/07/corte-

idh-emergencia-climtica-y-derechos-humanos-interpretac_es.pdf  

https://peru21.pe/lima/cronica21-run-run-un-zorrito-que-tuvo-en-vilo-la-ciudad-noticia/
https://polemos.pe/run-run-tiene-derechos-analisis-juridico-de-la-sentencia-y-sus-implicaciones-para-la-proteccion-animal/
https://polemos.pe/run-run-tiene-derechos-analisis-juridico-de-la-sentencia-y-sus-implicaciones-para-la-proteccion-animal/
https://www.tribunalagroambiental.bo/wp-content/uploads/2025/07/corte-idh-emergencia-climtica-y-derechos-humanos-interpretac_es.pdf
https://www.tribunalagroambiental.bo/wp-content/uploads/2025/07/corte-idh-emergencia-climtica-y-derechos-humanos-interpretac_es.pdf
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o la personalidad, aspectos que no fueron analizados por el juzgado. Sumado 

a ello, indicó que el Tribunal Constitucional ha creado una nueva categoría 

para los animales sin otorgarles el estatus de sujetos de derecho, dado que 

esto implicaría la inviabilidad de granjas, zoológicos, tenencia de animales, 

entre otras prácticas. Finalmente, aseveró que el juzgado ha resuelto en 

exceso respecto a lo pretendido sin justificar, por lo que ha incurrido en 

motivación aparente e incongruente. 

En síntesis, la sala concluyó que “no puede determinarse si corresponde o no 

otorgar derechos individuales a un animal —zorrito Run Run— como sujeto 

de derecho sin que ello implique hacer un profundo análisis sobre la 

categoría de sujeto de derecho regulada e interpretada a la luz de la 

normatividad jurídica vigente en sede nacional” (f. j. 9).  

Pasando al análisis, este auto adolece de múltiples defectos y representa una 

interpretación formalista y desproporcionada que atenta contra el derecho 

a la tutela judicial efectiva. 

Un primer yerro, concerniente a las fuentes del derecho y la jerarquía 

normativa, radica en asumir que la sentencia no ha sido armonizada con el 

ordenamiento jurídico nacional. En su fundamentación, el juzgado invocó 

normas constitucionales y convencionales, las cuales forman parte del 

derecho interno. Considerar ambas ramas como compartimentos estancos, 

y más aún, asumir que el ordenamiento internacional que debe subordinarse 

al interno constituye una contravención al artículo VIII del Título Preliminar 

del Nuevo Código Constitucional. Además, al momento de emitirse la 

sentencia, el reconocimiento de componentes de la naturaleza ya formaba 

parte del ordenamiento jurídico nacional, evidenciado en el reconocimiento 

del río Marañón como titular de derechos y en diversas ordenanzas 

municipales en Puno. Posteriormente, esta tendencia se consolidó con el 

reconocimiento del lago Titicaca y las abejas sin aguijón como sujeto de 

derechos.    

Un segundo error se ubica en el nivel de justificación externa. Aseverar que 

reconocer derechos a los animales implica la prohibición automática de la 

cosificación animal constituye una falacia de la pendiente resbaladiza que no 

se condice con la realidad. Existe una práctica jurídica real a nivel nacional, 

latinoamericano y mundial en el reconocimiento y desarrollo de los derechos 

de la naturaleza y los animales, lo cual no se ha derivado en las consecuencias 

catastróficas y sin asidero fáctico, que la Sala presume.   
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Un tercer error consiste en calificar la sentencia de primera instancia de 

incurrir en motivación aparente e incongruente. El a quo cumplió con 

fundamentar fáctica y jurídicamente las razones de su decisión, aludiendo a 

las normas de derecho interno e internacional y valorando los medios 

probatorios aportados. La motivación aparente presupone la ausencia de 

razones mínimas o que se intente dar un cumplimiento formal, vicios que no 

se configuran en el presente caso. La Sala exigió un estándar de motivación 

cualificada, propio de los rechazos de demandas o si la sentencia implica la 

afectación de derechos fundamentales, supuestos que tampoco se ajustan 

al caso en cuestión. Si bien la sentencia del a quo es susceptible de críticas y 

mejoras, de ningún modo se trató de una motivación aparente.  

En ese sentido, respecto a supuesta incongruencia, la Sala omitió considerar 

que en los procesos constitucionales es viable el ultra petita, especialmente 

en casos emblemáticos donde se han desarrollado herramientas como el 

estado de cosas inconstitucional. Pese a no haber sido solicitado 

explícitamente en la demanda, el reconocimiento de la personalidad jurídica 

de Run Run fue un remedio idóneo para la protección efectiva y la garantía 

de no repetición de la vulneración de sus derechos fundamentales. Al 

haberse invocado el marco normativo que fundamenta la medida, y dado 

que este era constitucionalmente posible, no se incurrió en un vicio de 

motivación incongruente, actuándose conforme a los fines constitucionales. 

El último error es la propia decisión de revocar la sentencia de primera 

instancia. Esta medida resulta desproporcionada y vulnera el derecho a la 

tutela judicial efectiva y el derecho al plazo razonable. El proceso inició en 

2021 y la sentencia de primera instancia se dictó en 2024; es decir, tres años 

después. La Sala debió valorar el transcurso del tiempo. Si consideraba que 

la sentencia requería mejor fundamentación, debió pronunciarse sobre el 

fondo y optimizarla. La devolución a primera instancia condena al caso a, por 

lo menos, tres años más de litigio, desnaturalizando el carácter de tutela 

urgente de los procesos constitucionales y el derecho a un plazo razonable.  

Aunque escape del ámbito temporal, considero que vale la pena comentar 

que, a finales de enero del presente año, el Tercer Juzgado Constitucional de 

Lima emitió una nueva sentencia sobre el caso Run Run. En su 

fundamentación, el Juzgado reafirma el reconocimiento de los animales 

como sujeto de derecho dentro del marco de los derechos de la Naturaleza. 

Asimismo, a diferencia de la anterior sentencia, el juez desarrolla más el 



6 

enfoque ecocéntrico y las tensiones de los derechos de los animales y los 

intereses humanos. El corazón de este nuevo desarrollo se encuentra en los 

fundamentos jurídicos del cinco al siete. En el quinto y sexto, con base en el 

marco normativo, la jurisprudencia (específicamente el desarrollo de la 

Constitución Ecológica) y la doctrina se aborda el enfoque ecocéntrico y su 

protección a animales individuales5. 

El sétimo considerando aborda la parte más teórica, que es la justificación 

del estatus jurídico de sujeto de derecho a los animales (o persona no 

humana). Un punto novedoso es que, respecto al uso de animales para 

intereses humanos de subsistencia, no establece una jerarquía absoluta, ni 

en los casos más conflictivos como la alimentación, sino que abre la puerta a 

que se pueda decidir caso por caso a través de la ponderación. Para ello, 

también establece criterios para determinar las especies a las que se les 

aplica este estatus, tales como la sintiencia y el grado de conciencia, así como 

el tipo de derechos que les son aplicables según su relación con el ser 

humano, ya sean animales domésticos o silvestres. Respecto al caso 

concreto, el Juzgado rechazó que Run Run sea puesto en un Área de Manejo 

Silvestre en Libertad, pero ordenó reevaluar su estatus con el fin de analizar 

si es viable la reinserción. 

Esta nueva sentencia es favorable en el desarrollo de los derechos de los 

animales, aunque contiene algunos puntos de mejora. Ruiz Molleda6 resalta 

que debió establecerse un marco jurídico nacional e internacional más 

preciso que ya reconoce directamente derechos a la naturaleza, así como 

una formulación de los derechos de Run Run bajo los lentes ecocéntricos. A 

pesar de que las críticas son válidas, ello no debería ameritar una nueva 

anulación de sentencia, sino reforzar la argumentación. Cabe resaltar 

también que esta decisión histórica obedeció a la adecuación de normas 

 
5 La discusión sobre si es posible la protección de animales individuales desde el marco de derechos de la 

Naturaleza es un debate actual en ambos movimientos jurídicos. Comenzó a tener mayor fuerza con la sentencia 

de la mona, Estrellita, emitida por la Corte Constitucional de Ecuador. La doctrina de ambos movimientos se 

encuentra dividida. Desde el movimiento animalista, quienes están a favor, sostienen que es una oportunidad 

para ir más allá del bienestar animal y conseguir con más facilidad el estatus de sujeto de derecho o persona. 

Quienes se oponen, están alertas con la sujeción del derecho animal al enfoque ecocéntrico, así como la 

prevalencia de derechos sistémicos sobre los individuales. Desde el movimiento de derechos de la naturaleza, 

quienes están a favor, defienden una mayor protección a los animales, así como una influencia al antiespecismo. 

Por otro lado, quienes se oponen, cuestionan que la protección de los animales en términos individuales es de 

menor relevancia e impacto que la de ríos o bosques, así como advierten los peligros de un colonialismo y 

apropiación del movimiento animalista. 
6 Ruiz, J. (5 de febrero de 2026). Sentencia en caso zorrito Run Run vuelve a reconocer derechos de la naturaleza. 

Extraído de: https://www.facebook.com/share/p/188Q27EU4N/  

https://www.facebook.com/share/p/188Q27EU4N/
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internacionales al derecho interno y al activismo judicial más que a la 

estrategia legal que pudiera desarrollar a profundidad estas normas.  

Por último, debe considerarse que los zorros andinos llegan con un año a la 

edad adulta7 y tienen una esperanza de vida de hasta once años8, el ritmo 

procesal sugiere que Run Run pasará más de la mitad de su vida en juicio. 

Asimismo, se ha conocido recientemente que ha tenido crías, lo cual 

constituye un perjuicio adicional por traer al mundo a seres que están 

condenados al cautiverio. Por lo tanto, la Sala tiene el reto de abordar estos 

aspectos en beneficio de Run Run y evitar que el daño devenga en 

irreparable. 

b) Caso penal sobre cerdos 

El segundo caso bajo análisis corresponde a la resolución emitida por la Sala 

Penal Permanente de la Corte Suprema de la República. Los hechos tuvieron 

lugar en Ica, donde cuatro individuos se habrían dirigido a una chanchería, 

en la que golpearon con una comba la cabeza de cuatro cerdos, ocasionando 

la muerte de tres y dejando herido a uno. Posteriormente, trasladaron a los 

animales a una vivienda donde, utilizando sierras y cuchillos, procedieron a 

cercenarlos con fines de comercialización. 

La Segunda Fiscalía Suprema en lo Penal interpuso recurso de casación 

excepcional, argumentando que el auto de vista se expidió con inobservancia 

de garantías constitucionales tales como el debido proceso y la tutela 

jurisdiccional efectiva. El Ministerio Público cuestionó que la Sala Superior 

considerase que no hay sospecha grave y fundada debido a la falta de 

testigos directos. Asimismo, alegó una interpretación errónea del artículo 

206-A del Código Penal, toda vez que la instancia superior consideró que los 

cerdos, por su condición de animales de granja, se encontraban exceptuados 

del ámbito de protección de dicho tipo penal. 

Mediante la Casación N.º 1950-2024/ICA, la Sala Penal Permanente de la 

Corte Suprema casó el auto de vista, confirmando el auto de primera 

instancia que dictó mandato de prisión preventiva por siete meses. Respecto 

al argumento sobre la ausencia de sospecha grave, la Corte Suprema arguyó 

 
7 Ministerio del Ambiente (10 de noviembre de 2021). Cuatro cosas que debes saber sobre el zorro andino. 

Extraído de:  https://www.gob.pe/institucion/minam/noticias/552912-cuatro-cosas-que-debes-saber-sobre-el-

zorro-andino  
8 Garzón, D., Chipatinza, C., Andrade, A. & Matamoros, E. (2017). Lycalopex culpaeus reissii, el segundo cánido más 

grande de Sudamérica. Bionatura 2(3). 64-67. Extraído de: https://revistabionatura.com/files/2017.03.03.12.pdf  

https://www.gob.pe/institucion/minam/noticias/552912-cuatro-cosas-que-debes-saber-sobre-el-zorro-andino
https://www.gob.pe/institucion/minam/noticias/552912-cuatro-cosas-que-debes-saber-sobre-el-zorro-andino
https://revistabionatura.com/files/2017.03.03.12.pdf
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que no es lógico sostener que, ante la falta de prueba directa, no conste el 

uso de una comba para atacar a los cerdos, ya que incluso uno de ellos no 

pudo ser sustraído al no morir en el acto del despojo, circunstancia que fue 

sustentada con indicios contundentes.  

En cuanto a la exceptuación de los cerdos de la protección del artículo 206-A 

por su calidad de animales de granja, la Suprema rechazó tal interpretación. 

El colegiado estimó que los cerdos califican como animales domésticos, dado 

que los artículos 2 y 3 de la Ley 30407 son claros al comprender dentro de su 

ámbito de protección a los animales vertebrados domésticos o silvestres 

mantenidos en cautiverio. Además, precisó que el ataque contra el animal 

para facilitar el hurto no puede subsumirse dentro del delito de hurto de 

ganado con agravantes, sino que tiene contenido ilícito propio, existiendo un 

concurso real de delitos. 

A modo de comentario, la sentencia de vista conllevaba el riesgo de sentar 

un precedente nefasto para la protección penal de los animales de granja. La 

Ley 30407 contempla una única excepción a su ámbito de protección en la 

Primera Disposición Complementaria Final, referida a las corridas de toros, 

peleas de toros, peleas de gallos y otras declaradas de carácter cultural por 

la autoridad competente regulado por ley especial.  

Tal como señaló la Corte Suprema, la Ley 30407 protege a los animales 

domésticos en general, postulado que se materializa en el artículo 206-A del 

Código Penal, el cual no realiza distinción o precisión alguna respecto a los 

animales de granja en la tipificación del delito. Por el contrario, la propia 

definición legal específica que el objeto de protección son los animales 

domésticos. Cabe resaltar que las categorías de “animal doméstico” y “animal 

de granja” obedecen a marcos de clasificación distintos. Mientras que el 

primero es de carácter descriptivo-biológico y alude a la existencia de un nivel 

de dependencia frente al humano, el segundo es de naturaleza cultural y 

funcional-económico, pues expresa la utilidad del animal para el ser humano 

dentro de una actividad económica. No existe una relación de exclusión 

mutua entre ambas categorías; ello se evidencia en casos como el de la cerda 

Petunia, en el que un juzgado estimó que no hay prohibición de que un 

animal de granja pueda ser animal de compañía9.  

 
9 Resolución N.º 13 emitida por el Juzgado Civil- Sede La Merced de la Corte Superior de Justicia de Junín, recaído 

en el Exp. N.º 00070-2018. 
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Por consiguiente, el concepto de “animal de granja” en la Ley 30407 tiene el 

propósito de asegurar que los propietarios de especies destinadas al 

consumo, y que desarrollen ganadería, cumplan con las condiciones de 

bienestar animal durante el desarrollo de dicha actividad; mas no pretende 

excluirlos de la protección penal frente a actos de crueldad. Dado que los 

presuntos responsables del hurto y el asesinato de los cerdos no ostentaban 

la condición de propietarios, resultaría improcedente también alegar un 

mero incumplimiento administrativo.  

En suma, se trata de una sentencia favorable que reafirma la tutela penal de 

estos animales y, al emanar de la Corte Suprema, otorga mayor fuerza 

argumentativa para los y las jueces que deban dirimir controversias similares 

y tengan esta confusión. 

c) Caso policía montada 

El tercer caso bajo escrutinio corresponde a la nueva sentencia referida a la 

prohibición del empleo de la policía montada en las manifestaciones. En 

2018, IPALEMA interpuso una demanda de acción popular contra el 

Ministerio del Interior, cuestionando la constitucionalidad del numeral 6 del 

artículo 229 del Decreto Supremo N.º 026-2017-IN (Reglamento del Decreto 

Legislativo N.º 1267, Ley de la Policía Nacional del Perú). Dicha norma faculta 

a la División de Servicios Especiales de la Región Policial Lima a planificar, 

organizar, dirigir, evaluar, coordinar, ejecutar y controlar las actividades y 

operaciones policiales especializadas en control de multitudes, que motive el 

empleo de la Policía Montada en eventos y espectáculos público de su campo 

funcional. 

La organización demandante alegó la vulneración de los derechos al libre 

desarrollo de la personalidad y a un ambiente adecuado y equilibrado. En su 

fundamentación, sostuvo que los caballos son presa fácil de personas que 

usan violencia contra la policía al no tener protección en todo el cuerpo y que 

su carácter disuasivo es eficaz sólo en manifestaciones pacíficas, aunque ello 

es impredecible, por lo que existen medidas igualmente satisfactorias que 

no pone en peligro a los caballos. 

En primera instancia, la Primera Sala Constitucional de Lima declaró fundada 

en parte la demanda. Posteriormente, la sentencia fue revocada en 2023 por 

la Sala Suprema dado que sólo declaró nula la palabra “montada” lo que no 
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implicaba necesariamente la prohibición de su uso en las manifestaciones10. 

Dos años después, en 2025, la Primera Sala ha vuelto a emitir sentencia 

declarando fundada en parte la demanda. 

La Sala aborda el caso desde la presunta vulneración de los derechos 

fundamentales alegados. En cuanto la vulneración al derecho al libre 

desarrollo de la personalidad, la Sala desestimó este extremo, dado que la 

demandante no acreditó que algún ciudadano tenga bajo cuidado o 

mantenga vínculos afectivos y emocionales con algún equino de la policía. 

En lo concerniente a la vulneración del derecho a un ambiente adecuado y 

equilibrado, el tribunal consideró necesario aplicar el test de 

proporcionalidad, ponderando estos derechos frente a la función 

constitucional de la policía de garantizar, mantener y restablecer el orden 

interno. En el análisis del subprincipio de idoneidad, la Sala ratificó que la 

norma impugnada persigue un objetivo legítimo y que, conforme al informe 

policial, la policía montada ha coadyuvado al normal desenvolvimiento de los 

espectáculos masivos, manifestaciones y otras actividades que puedan 

generar alteración del orden público. Sin embargo, en el subprincipio de 

necesidad, estimó que la norma impugnada no supera este test dado a que 

existen medios alternativos igualmente satisfactorios y más eficaces, tales 

como vehículos de transporte terrestre y armas no letales de disuasión. 

Además, basándose en el informe policial y noticias de conocimiento público, 

se acreditó la exposición de los caballos a situaciones de riesgo. Finalmente, 

respecto al subprincipio de proporcionalidad en sentido estricto, la Sala 

concluyó que la norma tampoco supera este estándar, reconociendo el 

deber de protección hacia los animales, dado que tienen un valor en sí mismo 

e independientemente de la utilidad para los seres humanos. En esa línea, la 

Sala destacó noticias públicas en las que se evidenciaron daños graves a los 

caballos de la policía, reiterando la mayor eficacia de otros medios para 

enfrentar contextos de violencia.  

En consecuencia, la Sala declaró inconstitucional la norma impugnada, y 

emitió una sentencia manipulativa reductora. Esto es, suprimió el vocablo 

 
10 Franciskovic, B. (2023). Sobre la anulación de la sentencia que declaró nula la palabra “montada” (no se prohibió 

el uso de los caballos para controlar las movilizaciones): A propósito de la sentencia de la Corte Suprema en el 

proceso de acción popular N.º 23347-2021. Extraído de: https://ius360.com/sobre-la-anulacion-de-la-sentencia-

que-declaro-nula-la-palabra-montada-no-se-prohibio-el-uso-de-los-caballos-para-controlar-las-movilizaciones-a-

proposito-de-la/  

https://ius360.com/sobre-la-anulacion-de-la-sentencia-que-declaro-nula-la-palabra-montada-no-se-prohibio-el-uso-de-los-caballos-para-controlar-las-movilizaciones-a-proposito-de-la/
https://ius360.com/sobre-la-anulacion-de-la-sentencia-que-declaro-nula-la-palabra-montada-no-se-prohibio-el-uso-de-los-caballos-para-controlar-las-movilizaciones-a-proposito-de-la/
https://ius360.com/sobre-la-anulacion-de-la-sentencia-que-declaro-nula-la-palabra-montada-no-se-prohibio-el-uso-de-los-caballos-para-controlar-las-movilizaciones-a-proposito-de-la/
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“montada” del texto normativo para que el artículo subsista con una 

interpretación conforme a la Constitución.  

A modo de comentario, se trata de un pronunciamiento positivo en términos 

generales que subsana el error advertido por la Corte Suprema. Sin embargo, 

es cuestionable que haya rechazado la vulneración del derecho al libre 

desarrollo de la personalidad bajo el argumento de la falta de acreditación 

de una relación de tutela o lazos afectivos por alguna de las personas con los 

caballos. El proceso de acción popular es un mecanismo de control abstracto 

de constitucionalidad; por ende, su análisis no debe supeditarse a 

afectaciones concretas, como la existencia de lazos afectivos específicos. Tal 

exigencia resulta ajena a la naturaleza abstracta del proceso de acción 

popular. Un enfoque más adecuado habría sido valorar el caso conforme a 

estudios de opinión, encuestas, o la percepción ciudadana general sobre el 

uso de animales en conflictos sociales. Incluso, la sola referencia a la 

evolución del marco constitucional y convencional hacia un enfoque 

ecocéntrico y animalista bastaría para justificar un cambio en la sensibilidad 

social que evidencia un rechazo al uso de caballos en las protestas.  

Sin perjuicio de lo anterior, constituye un acierto haber centrado la 

fundamentación al análisis del bienestar animal como parte del contenido 

protegido del derecho a un ambiente adecuado y equilibrado. Un avance 

significativo respecto al pronunciamiento anterior de este caso, es el 

reconocimiento expreso del valor intrínseco de los animales, postura que se 

alinea con el enfoque ecocéntrico y los derechos de la naturaleza y los 

animales11. Asimismo, resulta loable que la sentencia reitere que la 

exposición de caballos a eventos violentos, existiendo alternativas 

tecnológicas más disuasivas y eficaces, constituye un sometimiento a los 

animales a sufrimientos graves y desproporcionados.  

En síntesis, este fallo representa un buen avance, aunque queda pendiente 

la revisión por la Corte Suprema. En dicha instancia, será importante que la 

 
11 Se cita la ponencia del caso tauromaquia (Exp. N.º 00022-2018-PI/TC) que no es una sentencia dado que no contó 

con los votos requeridos para serlo. Si bien, es valioso que la ponencia haya reconocido este valor intrínseco, es 

contradictoria y limita en demasía este reconocimiento. Es contradictoria porque al proponer legitimar la 

tauromaquia contradice el núcleo mínimo del reconocimiento del valor intrínseco de los animales así como pone 

como límite a las necesidades humanas. Asimismo, relativiza el valor intrínseco, al reconocer que su límite son las 

necesidades humanas y que existen contextos en donde son utilizados como medios y no fines en sí mismos. La 

nueva sentencia del caso de la policía montada supera estas limitaciones ya que sobrepone el bienestar animal y 

los riesgos de las protestas ante funciones constitucionales que obedecen a la protección de derechos 

fundamentales valiosos como la paz y tranquilidad o la seguridad ciudadana; a diferencia de la tauromaquia que 

obedecía al derecho a la cultura.  



12 

Suprema valore que el proceso se ha prolongado por casi ocho años, por lo 

que se requiere un pronunciamiento de fondo.  

d) Caso eutanasia indiscriminada 

El cuarto caso objeto de comentario aborda la problemática de la eutanasia 

indiscriminada como medida de control sanitario. En 2018, IPALEMA 

interpuso una demanda de acción popular contra el Ministerio de Salud, 

cuestionando la Norma Técnica de Salud para la Vigilancia, Prevención y 

Control de la Rabia Humana en el Perú (NTS N.º 131-MINSA/2017/DGIESP) 

aprobada por Resolución Ministerial N.º 024-2017-MINSA. Esto se debió a 

que dicha norma prescribía la eutanasia de animales que hubiesen sido 

mordidos, estuviesen involucrados en el área focal y/o se encuentren 

deambulando sin dueño, bajo la presunción de ser portadores potenciales 

de rabia. La demandante alegó la vulneración de los derechos al libre 

desarrollo de la personalidad y a gozar de un ambiente adecuado y 

equilibrado, así como de los principios de razonabilidad y proporcionalidad 

y de la Ley de Protección y Bienestar Animal. 

En primera instancia, la Primera Sala Constitucional declaró fundada en parte 

la demanda. Posteriormente, la Sala de Derecho Constitucional y Social 

Permanente confirmó la sentencia. Resulta relevante destacar que este fallo 

tiene carácter vinculante de conformidad con lo establecido en el artículo 81 

del Nuevo Código Procesal Constitucional.  

En la sentencia, la Corte Suprema reconoce los principios de conservación y 

sintiencia animal, derivados de la Ley 30407. Este último se define como una 

directriz por la que el Estado y los particulares deben adecuar sus 

actuaciones considerando la capacidad de sentir de los animales. Este 

principio también reconoce que todo proceder, individual o colectivo, 

repercute en el ecosistema en el que convivimos y que integramos como 

parte de la familia universal a la que pertenecemos12. En concordancia con lo 

anterior, la Suprema reconoce el deber de protección a los animales, cuyo 

sustento es a la vez ético, jurídico y científico.  

Respecto al caso concreto, la Corte Suprema aseveró que la sentencia de 

vista cumplió con los estándares de justificación interna y externa, toda vez 

que existen otras alternativas menos gravosas que la medida aplicada en la 

 
12  Sala de Derecho Constitucional y Social Permanente de la Corte Suprema de la República, Sentencia recaída en 

el Expediente N.º 20034-2022-0-5001-SU-DC-01, f. j. 3.3.10 
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norma cuestionada, tales como la cuarentena mientras se corrobora si el 

animal está infectado sin posibilidad de reversión. Adicionalmente, se señaló 

que la norma omitió considerar que los animales son elementos bióticos del 

ecosistema, por lo que se debe procurar su preservación y no su deterioro 

evaluando el estado de salud o la capacidad de recuperarse. En 

consecuencia, la Corte concluyó que la medida impugnada representaba en 

la práctica una autorización para el exterminio de animales.  

La Suprema también se refirió al cuestionamiento relativo a la falta de 

análisis sobre el impacto en gasto público. Al respecto, indicó que el 

presupuesto público debe tener un enfoque de derechos humanos y no que 

el ejercicio de los derechos se condicione al presupuesto. Sin perjuicio de ello, 

se observó que la propia norma técnica preveía un procedimiento de 

observación previo al de control, medida similar a la propuesta en el test de 

necesidad realizado por la sentencia de vista.  

Aunado a la decisión mayoritaria, es interesante mencionar el fundamento 

adicional del magistrado Calderón Puertas. Partiendo de la tesis doctoral de 

Alfredo Gonzales-Prada de 1914, pasando por Singer y llegando a la teoría de 

la ciudadanía de Donaldson y Kymlicka, el magistrado aboga, sutilmente, por 

el reconocimiento de los animales como sujetos de derecho, advirtiendo que 

ello no debe derivar en la utopía o ineficacia normativa. Para sustentar su 

postura, toma como referencia el estudio de Padilla Villarraga sobre el 

avance jurisprudencial del derecho animal en América Latina, donde se ha 

sobrepuesto el bienestar de los animales sobre algunos intereses humanos.  

Finalmente, en cuanto al caso concreto, el voto concluye que “el ‘sacrificio’ 

que se quiere imponer por la ‘simple sospecha’, sin la existencia de síntoma 

alguno o evidencia de mordisco y hasta solo por andar deambulando sin 

dueño constituye una crueldad innecesaria e imposible sostener dentro del 

marco legal y constitucional peruano”13. 

A modo de análisis, esta sentencia es un precedente positivo para la 

protección animal. Su aporte más significativo radica en el desarrollo del 

principio de sintiencia animal como parámetro de observancia obligatoria en 

todas las medidas públicas y privadas. Este principio se conecta 

intrínsecamente con la conservación del ecosistema como seres que lo 

habitamos. Este vínculo cobra particular relevancia cuando se abordan casos 

 
13 Sala de Derecho Constitucional y Social Permanente de la Corte Suprema de la República, Sentencia recaída en 

el Expediente N.º 20034-2022-0-5001-SU-DC-01, fundamento de voto de Calderón Puertas, f. j. 4.8. 
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de animales domésticos. Si bien cierto sector doctrinario sostiene que este 

vínculo solo debería reservarse para animales silvestres o para análisis 

estrictamente ambientales, enfoques novedosos, como de Una Salud (One 

Health), evidencian que los dualismos como ciudad-ambiente o atomismo-

holismo resultan insuficientes para abordar la complejidad de los retos 

contemporáneos.  

Marcos teóricos como el de los derechos de la naturaleza ofrecen 

herramientas adecuadas y, aunque la Suprema no se haya referido 

explícitamente a ellos, existen elementos que permiten avizorar el desarrollo 

de esta teoría en futuros casos. En esa línea, el voto de Calderón denota una 

apertura al reconocimiento de animales como sujeto de derecho. En síntesis, 

este fallo parece marcar un nuevo derrotero jurisprudencial de la Suprema 

en relación a los casos de animales. 

e) Caso carruajes 

El quinto caso versa sobre una demanda de amparo interpuesta por 

IPALEMA contra la Municipalidad Metropolitana de Lima, cuestionando el 

otorgamiento de licencias para el uso de caballos en el servicio de paseo 

turístico en calesas en la Plaza Mayor del Centro Histórico de Lima. 

Posteriormente, se incorporó al proceso a la empresa Sabrina Carruajes. 

La controversia fue dirimida por el Primer Juzgado Constitucional de Lima, el 

cual declaró fundada la demanda de amparo. Primero, el órgano 

jurisdiccional desarrolla preliminarmente el marco normativo relevante, 

otorgando relevancia a la Opinión Consultiva 23/17 de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos. Asimismo, invoca otros documentos 

como la Declaración Universal de los Derechos del Animal de 1978, de 

Cambridge y de Toulon. En el ámbito nacional, cita los casos relativos a la 

tauromaquia y del zorro andino Run Run, y complementa su análisis con 

jurisprudencia comparada como el caso del oso Chucho y de las orangutanas 

Sandra y Cecilia.  

Respecto al análisis del caso concreto, el juzgado estimó que, dado que la 

naturaleza de la actividad cuestionada es el entretenimiento público, esta se 

sujeta al estándar del artículo 22.b de la Ley 30407. Dicho artículo prohíbe la 

utilización de animales en espectáculos de entretenimiento donde se les 

obligue o condicione a realizar actividades que no sean compatibles con su 

comportamiento natural o que afecten su integridad física y bienestar. 
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Además, en aplicación de la inversión de la carga de la prueba y el principio 

precautorio, el juzgado corroboró que, según la información remitida, desde 

2019 solo se habían efectuado dos inspecciones y que la conclusión del buen 

estado físico se sustentó únicamente con la observación visual. 

Finalmente, la sentencia aborda los factores de riesgo para el bienestar 

animal. El juzgado destacó que las condiciones de la actividad, en la que los 

caballos tienen que jalar calesas inmensas, y más que su realización sea en 

el Centro Histórico de Lima, donde el pavimento es de concreto, en un 

entorno de alta contaminación y clima variable, no provee las condiciones 

adecuadas para su bienestar. Pese a los argumentos de la empresa respecto 

a las rotaciones, no hay constancia de un control efectivo, lo cual 

compromete el bienestar del animal y pone en riesgo a las personas. El fallo 

finaliza reseñando la tendencia progresiva hacia la prohibición de esta 

actividad en el mundo y la región. 

Pasando al análisis de la sentencia, representa un avance en la defensa de 

los equinos junto con la sentencia contra el uso de la policía montada. Un 

primer aspecto positivo es la invocación de declaraciones internacionales y 

jurisprudencia comparada y nacional que reconoce a los animales como 

sujetos de derecho. Un segundo punto destacable es la aplicación del 

principio precautorio y la inversión de la carga de la prueba y el estándar de 

la Ley 30407. Esto fue determinante para concluir que la información 

remitida por la Municipalidad fue insuficiente para acreditar que se 

respetaba el bienestar de los caballos. 

No obstante, se identifican aspectos susceptibles de mejora técnica. En 

primer lugar, el juzgado debió señalar correctamente la naturaleza de los 

instrumentos internacionales en materia animal. En la actualidad no hay un 

tratado internacional específico que desarrolle específicamente los derechos 

o el bienestar animal. La Declaración Universal de los Derechos del Animal 

de 1978, la Declaración de Cambridge y las de Lisboa, Brasilia y Toulon no 

ostentan un rango de fuente normativa del derecho internacional porque no 

emanan de Estados u organismos internacionales14. Por lo tanto, son 

iniciativas importantes a nivel privado y académico, por lo que deben ser 

citadas como referencias doctrinales que el juzgado hace suyas en su 

razonamiento, más no como fuentes normativas.  

 
14 Sobre la naturaleza de la Declaración Universal de los Derechos del Animal: Capacete, F. (2018). La Declaración 

universal de los derechos del animal. En. dA Derecho Animal (Forum of Animal Law Studies) 9(3). pp.143-146. 
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En similar sentido, la ponencia del caso sobre Tauromaquia recaída en el Exp. 

N.º 00022-2018-PI/TC no es una sentencia porque no alcanzó los cinco votos 

requeridos conforme al artículo 5 de la Ley Orgánica N.º 28301 (Ley Orgánica 

del Tribunal Constitucional). Respecto de la sentencia del zorro andino Run 

Run, al momento de resolverse este caso, dicha resolución ya había sido 

revocada por la Tercera Sala Constitucional. Por consiguiente, ambos 

antecedentes debieron ser invocados como casos referenciales o votos 

singulares, pero no como sentencias vigentes o precedentes. 

Otro punto crítico reside en que, a pesar de aludir a instrumentos 

internacionales de vanguardia, como la Opinión Consultiva 23/17 de la Corte 

IDH, entre otras que abogan por el reconocimiento de los animales como 

sujetos de derecho, el juzgado no se pronunció expresamente sobre esta 

discusión. Si bien es cierto que no formaba parte del petitorio y su 

reconocimiento en la parte resolutiva podría generar dificultades en segunda 

instancia para lograr su confirmación, se esperaba una conclusión más firme, 

al menos en calidad de obiter dicta. Subsumir estos pronunciamientos de 

vanguardia bajo la categoría intermedia de seres sensibles resta fuerza a la 

jurisprudencia y documentos citados que abogaban por categorías más 

heterodoxas. 

Un último aspecto por perfeccionar se refiere a los efectos de la sentencia 

bajo el principio de previsión de las consecuencias desarrollado por el 

Tribunal Constitucional en diversa jurisprudencia como la STC Exp. N.º 00024-

2003-AI/TC:  

(...) todo Tribunal Constitucional tiene la obligación de aplicar el principio 

de previsión mediante el cual se predetermina la totalidad de las 

“consecuencias” de sus actos jurisdiccionales. En ese sentido, los actos 

jurisdiccionales (tras la expedición de una sentencia) deben contener el 

augurio, la proyección y el vaticinio de una “mejor” realidad político-

jurídica y la cancelación de un otrora “mal”. En ese contexto, el efecto 

diferido evita el hecho de corregir un mal creando otro mal, el cual es 

evitable por la vía de la suspensión temporal de los efectos de una 

sentencia con precedente vinculante (STC Exp. N.º 00024-2003-AI/TC). 

En el presente caso, la mera prohibición del uso de caballos, sin ordenar 

medidas de protección para los caballos que están siendo actualmente 

utilizados, deja su destino a la discrecionalidad de la empresa. Por ello, 
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resultaba imprescindible aplicar el principio de previsión de las 

consecuencias.  

En conclusión, es una sentencia favorable que, si bien presenta aspectos 

dogmáticos y procesales por fortalecer, no adolece de vicios que justifiquen 

su nulidad por parte de la Primera Sala Constitucional. Corresponde, en todo 

caso, confirmar el fallo implementando mejoras argumentativas, máxime si 

se considera que el litigio data del 2022.  

f) Caso menú vegano en la UNMSM 

El último caso bajo análisis corresponde a la demanda de amparo que 

interpusieron estudiantes de la Universidad Nacional Mayor de San Marcos. 

La pretensión principal consistió en la inclusión de una opción vegana en el 

menú del comedor universitario, así como el reconocimiento del veganismo 

como un principio ético que es objeto de protección constitucional por el 

derecho a la libertad de conciencia. 

Es menester precisar que la defensa de los animales puede abordarse desde 

dos vertientes: la primera es la protección directa, materializada en el litigio 

de casos donde se ven directamente involucrados los animales. La mayor 

parte del litigio estratégico se ha concentrado en esta dimensión, obteniendo 

resultados valiosos como los comentados en los apartados precedentes. La 

segunda vertiente es la protección indirecta, la cual se ejerce a través de la 

defensa y fortalecimiento de la comunidad vegana y de las y los defensores 

de los animales en general. Proteger a la comunidad vegana y garantizar su 

reconocimiento, máxime en contextos donde suelen ser objeto de 

estigmatización, equivale a asegurar las condiciones necesarias para la 

defensa animal. En efecto, este colectivo enfrenta barreras que dificultan el 

ejercicio de su función primordial: la promoción del veganismo y el activismo 

en favor de los animales.  

Retornando al caso, la causa estuvo a cargo del Sexto Juzgado Constitucional 

en primera instancia y de la Tercera Sala Constitucional en segunda instancia. 

En este derrotero se expidieron dos resoluciones de especial relevancia. El 

juzgado de primera instancia rechazó la demanda argumentando que el 

requerimiento administrativo previo se había realizado de forma deficiente, 

por lo que no se habría agotado debidamente la vía previa. Adicionalmente, 

sostuvo que la solicitud administrativa debió haber sido fundamentada como 

en la demanda.  
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Posteriormente, la Tercera Sala Constitucional declaró la nulidad del auto, al 

estimar que, dada la naturaleza de los derechos invocados, no era necesario 

el agotamiento de la vía previa. El colegiado reforzó su decisión señalando 

que la universidad demandada jamás respondió a la solicitud, lo cual 

habilitaba la interposición de la demanda. 

Desde una perspectiva crítica, la primera resolución del Sexto Juzgado 

adoleció de un formalismo excesivo, centrando su análisis únicamente en las 

formalidades del pedido administrativo e imponiendo requisitos 

desproporcionados a estudiantes universitarios. Este vicio fue advertido 

acertadamente por la Sala Superior, razón por la cual anuló el auto y ordenó 

al juzgado de origen a pronunciarse sobre el fondo de la controversia. Si bien 

es positivo que ordene un pronunciamiento sobre el fondo, acorde a lo que 

indica el principio pro actione, hubiera sido preferible que la Sala, en uso de 

sus facultades, resolviera directamente el fondo. La decisión de devolver los 

actuados al juzgado implica retrotraer el proceso, lo que conlleva una 

dilación de años. 

3. Normas emblemáticas en materia de derecho animal 

En el 2025, no solo hubo sentencias emblemáticas en materia animal, sino 

también normativa valiosa. La principal fue la Ordenanza Municipal N.º 33-

2025-CM/MPS que reconoció a las abejas amazónicas sin aguijón y a su 

hábitat como sujeto de derecho. 

a) Ordenanza Satipo que reconoce a las abejas melipona como 

sujeto de derecho 

En octubre de 2025, la Municipalidad Provincial de Satipo promulgó la 

Ordenanza Municipal N.º 33-2025-CM/MPS, marcando un hito jurídico por 

ser el primer reconocimiento a nivel mundial de un insecto como sujeto de 

derecho. Esta norma fue fruto de una colaboración estratégica entre líderes 

indígenas del pueblo Ashaninka (Reserva Comunal Ashaninka y 

EcoAshaninka), la comunidad científica (Amazon Research International) y 

defensores ambientales (Earth Law Center)15. 

La ordenanza consta de nueve artículos y cinco disposiciones 

complementarias finales distribuidos en cuatro capítulos. El Capítulo I, 

 
15 Earth Law Center (24 de noviembre de 2025). Satipo aprueba ordenanza histórica: Por primera vez en el mundo, 

un insecto obtiene derechos legales. Extraído de: https://www.earthlawcenter.org/elc-in-the-news/2025/11/satipo-

approves-historic-ordinance-in-world-first-an-insect-is-granted-legal-rights-xt8de  

https://www.earthlawcenter.org/elc-in-the-news/2025/11/satipo-approves-historic-ordinance-in-world-first-an-insect-is-granted-legal-rights-xt8de
https://www.earthlawcenter.org/elc-in-the-news/2025/11/satipo-approves-historic-ordinance-in-world-first-an-insect-is-granted-legal-rights-xt8de
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dedicado a las generalidades, declara formalmente en su artículo 1 a las 

abejas amazónicas sin aguijón y a su hábitat como sujetos de derechos, 

reconociéndoles derechos intrínsecos. Su finalidad es promover la educación 

y sensibilización sobre estas abejas, así como mejorar los instrumentos que 

sirven de apoyo para la toma de decisiones y medidas para evitar la 

reducción de estas abejas (art.2). El capítulo cierra con un artículo destinado 

a las definiciones básicas.  

El Capítulo II se avoca a las medidas de protección y conservación. El artículo 

5 prioriza el rescate o reubicación en espacios técnicamente adecuados 

como medidas para recoger, salvaguardar y transportar las colmenas 

sostenibles. Por su parte, el artículo 6, dispone que, en las áreas de reserva, 

zonas de amortiguamiento y tierras comunales, se priorice la preservación y 

restauración de las abejas sin aguijón mediante medidas concretas (entre 

ellas, aumentar la disponibilidad de recursos florales y lugares de 

anidamiento, mejora de la diversidad floral con especies nativas y la creación 

de corredores ecológicos en las reservas y comunidades nativas). 

Finalmente, el artículo 7 proscribe las malas prácticas forestales y otras 

amenazas que afecten a las abejas, así como la promoción de la reducción 

progresiva del uso de insecticidas y la priorización del control biológico. 

El Capítulo III, conformado por un único artículo (art.8) establece medidas de 

educación ambiental, mediante el despliegue de campañas educativas e 

informativas para sensibilizar y concientizar sobre la conservación de las 

abejas sin aguijón y sus hábitats. 

El Capítulo IV contiene la declaración sustantiva. El artículo 9.1 reafirma la 

condición de sujetos de derecho de estas especies, mientras que el 9.2 

enumera seis derechos intrínsecos. Entre los derechos están: el derecho a 

existir y mantener un número saludable de su población; a condiciones 

climáticas ecológicamente sostenibles; a un ambiente sano y libre de 

contaminación y otros impactos antropocéntricos que les dañen; a ejercer su 

rol ecosistémico y a mantener y regenerar sus ciclos vitales, funciones y 

procesos evolutivos; a la restauración y regeneración de sus hábitats y; a la 

representación en el ejercicio de sus propios derechos e intereses jurídicos. 

Asimismo, el numeral 9.3 declara que la Naturaleza es un todo cuyos 

componentes se interrelacionan. Además, va más allá y reconoce al 

Amazonas como un todo, reconociendo derechos mínimos a todos sus 

componentes. 
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Los numerales subsiguientes reconocen la interdependencia con los 

derechos humanos (9.4), impulsan la investigación interdisciplinaria que 

integre el conocimiento ancestral de los pueblos indígenas en la 

conservación de las abejas (9.5). Por último, establecen que la ordenanza 

debe guiar en la formulación e implementación de políticas públicas, 

legislaciones y acciones con visión ecosistémica. En el mismo numeral se 

insta a las autoridades a adoptar instrumentos vinculantes y estrategias 

promovidas de forma integral y colaborativa (9.6). 

En cuanto a las disposiciones complementarias finales, destaca la primera, 

que declara de interés la declaratoria de los derechos de las abejas sin 

aguijón en el territorio de la Reserva de Biosfera Avireri Vraem; asimismo, la 

segunda disposición encarga a la subgerencia de servicios ambientales y 

ecosistémicos la implementación, el funcionamiento y la supervisión de la 

norma.  

A modo de análisis, esta ordenanza es un precedente histórico y sólido en la 

defensa de los derechos de los animales desde el enfoque de los derechos 

de la naturaleza. La sinergia entre el asesoramiento comunitario, científico y 

jurídico derivó en un texto que no es meramente retórico, sino que ofrece 

medidas concretas para la protección de las abejas sin aguijón y sus hábitats. 

Resulta loable también la promoción de la reducción de pesticidas y la 

promoción de la investigación científica que incluya la participación de las 

comunidades.  

Sin perjuicio de ello, se identifican algunos aspectos de mejora. La 

formulación del 9.6 pudo establecerse como un mandato imperativo de 

promoción de la articulación interregional y el desarrollo de estrategias 

conjuntas con otras autoridades regionales y locales amazónicas. El texto se 

interpreta como una exhortación a otras autoridades lo cual diluye la 

responsabilidad concreta para el logro de dichos fines. Aunado a lo anterior, 

la norma se habría fortalecido con una alusión explícita al reconocimiento de 

la sintiencia de las abejas dado su comportamiento complejo16, sin que ello 

implique catalogarlas bajo el estatus intermedio de seres sensibles. En 

síntesis, se trata de un gran ejemplo de integración entre los movimientos 

animalistas, ambientalistas e indigenistas. El reto pendiente radica ahora en 

la concreción operativa de estas disposiciones a través de su reglamentación. 

 
16 Browning & Birch (2020). Animal sentience. Philosophy Compass, 17(5).  
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4. Balance del 2025 y desafíos 

El 2025 arroja un saldo de siete sentencias derivadas de seis casos judiciales 

(cinco casos constitucionales y uno penal)17. Del universo de fallos 

analizados, únicamente dos resultaron desfavorables, habiendo sido uno de 

ellos anulado posteriormente18. A la fecha, dos sentencias han adquirido 

firmeza19. A este acervo jurisprudencial se suma una norma de alcance 

provincial de carácter favorable. En cuanto al sujeto de protección, cuatro 

casos son relativos sobre animales domésticos y dos sobre animales 

silvestres20. Asimismo, solo uno de los litigios abordó la protección indirecta 

a los animales. En resumen, es posible concluir que la producción 

jurisprudencial y normativa del periodo ha sido preponderantemente 

favorable, forjando una tendencia tuitiva en favor de los animales. 

También es positivo resaltar que en cuatro de los casos examinados (tres 

sentencias y la ordenanza), se hace alusión a la consideración de los animales 

como sujetos de derecho y en uno de ellos se otorga un reconocimiento 

explícito de tal estatus21. Un denominador común en estos 

pronunciamientos es que la subjetividad jurídica animal se articula a partir 

del enfoque de los derechos de la naturaleza. 

En este contexto, merece una mención especial la ordenanza promulgada 

por la Municipalidad Provincial de Satipo, la cual, con prolijidad, ha marcado 

un hito histórico en la defensa de los animales. Para ello, ha sido clave la 

articulación conjunta con las organizaciones indígenas, la academia y la 

sociedad civil. La norma destaca no solamente por las declaraciones, sino por 

desarrollar los derechos de la naturaleza estableciendo medidas concretas 

que evitan que el texto se reduzca a una declaración retórica. No obstante, 

la pronta reglamentación de la ordenanza es de vital necesidad para 

garantizar la efectividad material de sus disposiciones. 

Por otro lado, se advierte una falencia recurrente en todas las sentencias que 

involucran directamente a los animales, independientemente del sentido del 

 
17 El caso vegano obtuvo dos sentencias en un mismo año. 
18 El caso Run Run y el caso vegano en primera instancia, aunque luego fue anulado. 
19 El caso de eutanasia indiscriminada quedó firme con la sentencia de la Corte Suprema, al igual que el caso de 

los cerdos, aunque dicho caso responde a un pedido de prisión preventiva y no al fondo del caso.  
20 Sobre animales domésticos tenemos los dos casos relativos a caballos que son el de carruajes y policía 

montada; y los otros dos son sobre perros en el caso de la eutanasia indiscriminada y el de los cerdos. Por otro 

lado, sobre animales silvestres tenemos el caso del zorro andino, Run Run y el caso de las abejas.  
21 Hacen alusión explícita o implícita a los derechos de la naturaleza los casos de: policía montada, carruajes, 

eutanasia indiscriminada y la ordenanza de las abejas.   
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fallo: la imprecisa identificación de las fuentes normativas del derecho 

animal. Ni la Declaración Universal de los Derechos del Animal es un tratado 

internacional formal ni la ponencia del Exp. N.º 00022-2018-PI/TC ostenta la 

calidad de sentencia. Pese a ello, se persiste en citarlos como tales, por lo que 

resulta corregir este defecto dogmático para fortalecer la rigurosidad 

argumentativa de las futuras decisiones.  

De cara al año en curso, 2026, los desafíos estriban en la obtención de más 

sentencias firmes que consoliden el desarrollo jurisprudencial en materia 

animal. Para tal fin, resulta estratégico profundizar en el posicionamiento de 

perspectivas heterodoxas que reconozcan a los animales como sujetos de 

derecho y corregir los defectos en el citado de fuentes normativas. La 

adopción de estas posturas resulta más viable y eficaz cuando se enmarca 

dentro de los derechos de la naturaleza, sin que ello implique descuidar la 

protección individualizada de los animales y las categorías propias del 

derecho animal. En ese sentido, la nueva sentencia de Run Run resulta 

positiva para este nuevo paradigma que espera ser confirmado en segunda 

instancia. 

5. Conclusiones 

El 2025 se consolida como un período altamente positivo para la defensa 

judicial y normativa de los animales, arrojando un balance favorable en la 

gran mayoría de los casos, con una única excepción. Durante este periodo ha 

sido importante el rol desempeñado por la Corte Suprema, tanto en la 

jurisdicción penal como en la constitucional, al asumir el liderazgo en la 

protección vanguardista de los animales y, con ello, establecer lineamientos 

claros para las salas y los juzgados.  

Asimismo, la Municipalidad Provincial de Satipo ha marcado un hito con la 

promulgación de una histórica ordenanza, demostrando que se puede 

legislar medidas favorables a los animales y de la mano con las 

organizaciones indígenas, academia y sociedad civil.  

De esta manera, se asiste a la construcción y el fortalecimiento progresivo de 

un derecho animal peruano cada vez más sólido. Se proyecta que, en el 2026, 

como ha sucedido con la nueva sentencia de Run Run, se garantice la 

continuidad de estos avances y profundice el abordaje riguroso e integral de 

la cuestión animal en el ordenamiento jurídico nacional. 
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